En la ciudad de La Plata a los veintitrés días del mes de mayo del año dos mil seis, siendo las ........ horas, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Carlos Angel Natiello, Horacio Daniel Piombo y Benjamín Ramón Sal Llargués, bajo la Presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 21.883 de este Tribunal, caratulada: "M. Ch., K. s/ Hábeas Corpus". Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: NATIELLO - SAL LLARGUES - PIOMBO, procediendo los mencionados magistrados al estudio de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

I. Se presenta en esta sede la encausada K. M. Ch. a promover acción de Habeas Corpus y solicitar excarcelación inmediata, en el entendimiento de que se cumplimentan los presupuestos legales y fácticos para su procedencia.

Alega que cumplió en exceso el requisito objetivo temporal previsto en el artículo 13 del Código Penal; que no registra procesos o causas penales pendientes; que tiene domicilio real fijado en esta provincia; que demuestra en el ámbito carcelario una total resocialización, no obstante lo cual en forma arbitraria el "a quo" ha denegado su libertad condicional so pretexto de rigorismos procesales inadmisibles en materia de tutela de la libertad ambulatoria.

Solicita que se haga lugar al habeas corpus y solicitud de excarcelación, disponiendo su inmediata libertad.

II. Notificado de la radicación en esta Sala, el señor Defensor Adjunto ante este Tribunal, Dr. Víctor Horacio Violini solicita la remisión del presente legajo a la instancia a fin de que el defensor particular que asiste a la imputada lo funde, o en su defecto que se sustituya su intervención, se requieran los autos principales y se le otorgue nueva vista a fin de garantizar el derecho de defensa.

III.- A fs.7 el señor Fiscal de Casación, doctor Carlos Altuve se pronunció por la inadmisión del planteo argumentando que la vía escogida no es adecuada ni oportuna puesto que en la materia nuestro ritual sólo prevé la competencia recursiva de esta Alzada, según lo resuelto en causa N° 19706 de este Tribunal.

IV. Habiéndose dado intervención a la Defensa Oficial a fs. 16 y nuevo traslado a la misma (fs.21), la Defensora Adjunta ante este Tribunal Dra. Susana De Seta solicita se requiera la remisión de los autos principales para que una vez recibidos se corra nuevo traslado a fin de fundamentar técnicamente el hábeas corpus interpuesto.


Hallándose la causa en estado de dictar sentencia, la Sala I del Tribunal de Casación dispuso plantear y decidir las siguientes

C U E S T I O N E S

1ra.) ¿Es admisible y en su caso procedente el planteo interpuesto?

2da.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Entiendo que no, puesto que más allá de la denominación con la que se inicia el escrito en estudio, la presentación constituye en esencia una solicitud de excarcelación o, en su caso, una incidencia de ejecución, cuyo tratamiento originario resulta inadmisible en esta sede.

En efecto, el Tribunal sólo puede intervenir en el recurso de Casación, en la acción de revisión y en cuestiones de competencia (art. 20 del ritual) y si bien por vía del artículo 463 del C.P.P puede excepcionalmente decidir sobre la libertad del encausado, "...no se encuentra legalmente habilitado para entender como órgano originario respecto de la adopción de medidas vinculadas a la sujeción de personas cuando esta decisión dependa de una previa sustanciación..." (conf. Sala II, en causa N° 5787 caratulada "Alegre, Julio Eduardo...", reg. res. N° 294, del 10/09/02).

 Por lo demás, cabe señalar a mayor abunda​miento que, salvo circunstancias de excepción que en el caso no se advierten, este Tribunal carece de competencia para resolver acciones de Habeas Corpus presentadas originariamente en esta sede y, por el contrario, sólo puede intervenir como órgano revi​sor de su denegatoria (arts. 20 y 417 del C.P.P.).

Es que tiene dicho esta Alzada que "...el artículo 417 del C.P.P. otorga a este Tribunal, por medio del recurso casatorio, una función revisora de las resoluciones adoptadas por los Tribunales inferiores en materia de Habeas Corpus y, siendo así, no resulta admisible la interposición originaria de tal acción en esta sede cuando no existan motivos de excepcionalidad que la autoricen, porque ello implicaría alterar la función encomendada por la ley a este órgano jurisdiccional a través de la vía recursiva, así como el principio procesal de la doble instancia..." (Sala II, causa N° 2641 "Burgos", del 03/02/00).

Propongo entonces la inadmisión del planteo traído por su manifiesta improcedencia formal, aunque sin costas, por la naturaleza del pedimento (art. 43 de la C.N.; 20 inc. 1 de la Const. Provincial; 21, 23, 417, 421, 450, 463, 530, 531 y ccs. del C.P.P.).

Voto por la negativa.

A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:

I. No puedo acompañar al colega preopinante, y ello en tanto se denuncia una situación que habilita a que este Tribunal entienda excepcionalmente en la materia traída, toda vez existe gravedad institucional, en tanto los mecanismos procesales rectamente empleados no han podido restablecer el imperio de la legalidad o no es susceptible que lo hagan en el futuro (causa Nro. 417 "Corletto").

Ello en tanto, como sostiene el Defensor de esta instancia, en el caso, la Cámara de Apelación y Garantías, en el incidente de libertad asistida, declaró inadmisible el recurso de apelación interpuesto por la imputada, por no haber indicado claramente los motivos de agravios, impidiendo a la misma de ejercer la garantía del debido proceso legal (ver fs. 18 de dicho incidente).

Cabe asimismo mencionar que la resolución antes mencionada ha dejado a la imputada M. Ch., en estado de indefensión, ello toda vez que, ante su manifestación de apelar la resolución que le denegara el derecho a la libertad condicional, y sumada la inactividad de su defensor particular, debió la Cámara intimar a su abogado para que fundara el recurso de la imputada, o, en su defecto, lo separara del cargo, siendo la misma asistida por la defensa oficial.

En consecuencia, corresponde admitir la presente acción.

II. Asiste razón al Defensor de instancia en cuanto a la procedencia del presente recurso, ello en función de que el resolutorio atacado implica una violación de los principios de legalidad y culpabilidad establecidos en nuestra Carta Magna.

Ello en tanto la resolución impugnada deniega un derecho a quien cumplió con los requisitos estipulados legalmente, con fundamento en que los estudios de la Junta de Selección del Servicio Penitenciario son adversos, siendo dicha resolución arbitraria y contraria al principio de culpabilidad, en tanto no corresponde realizar evaluaciones de la personalidad durante la ejecución de la pena.

Ahora bien, acorde al pedido de excarcelación de la imputada en el habeas corpus, conforme el art. 13 del C.P., cabe asimismo realizar las siguientes observaciones.

En primer lugar, el derecho a transitar la última etapa de la ejecución de la pena en libertad, se encuentra reglamentado por el art. 13 del Código Penal anterior, y como ya se dijera, más benigno, estableciéndose únicamente dos requisitos para la concesión del mencionado beneficio, ambos de carácter objetivo: uno temporal, y otro disciplinario.

A estos par metros, establecidos por el legislador nacional -único habilitado constitucionalmente para legislar sobre cuestiones sustantivas en materia penal, y la ejecución es una de ellas, cuestión ésta sobre la que no voy a adentrarme por no haber sido tratada- se pretende incorporar uno nuevo en que no sólo amplía el número de requisitos para la concesión del beneficio y que no estaba prescripto en la norma anterior, sino que desnaturaliza la esencia del mismo, por no ser verificable, es decir, objetivo.

En segundo lugar -y esto ya lo he dicho en reiteradas oportunidades- un pronóstico de reinserción social desfavorable no es otra cosa que la prueba más cabal de la incapacidad del Estado para lograr tal fin, que en definitiva es consecuencia del fracaso del sistema. El Estado tiene un plazo (los dos primeros tercios de la pena impuesta) en el que tiene la obligación de aplicar el tratamiento para que el individuo pueda reinsertarse socialmente en forma adecuada.  Una vez cumplido el mismo, la ineficacia del encargado de proporcionar dicho tratamiento, no puede ser puesta en cabeza del tratado.

Atento a que M. Ch. cumple con los reglamentos carcelarios  y cumple con el requisito temporal exigido por el 13 del C.P.-implícitamente admitido por el a quo en tanto no lo controvierte- y en tanto la norma antes vigente es más benigna, corresponde otorgarle la libertad condicional.

Corresponde entonces declarar admisible el recurso y, en atención a los fundamentos expuestos precedentemente, casar el pronunciamiento atacado y disponer la inmediata libertad de la antes mencionada, la cual hará  efectiva el a quo, de no existir impedimento legal para la misma.

Así lo voto.

A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

Adhiero al voto del doctor Sal Llargués en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Conforme ha sido votada la cuestión precedente, y dejando a salvo mi opinión expuesta en la misma, estimo corresponde: por mayoría, declarar admisible la presente acción de habeas corpus y, en consecuencia, casar el pronunciamiento atacado y disponer la inmediata libertad de K. M. Ch. en causa N° 414 del Juzgado de Ejecución Penal del Departamento Judicial Morón, la cual hará  efectiva el "a quo", de no existir impedimento legal para la misma (arts. 405, 460 del C.P.P.; 13 y 169 inc. 9 del C.P.).   

Así lo voto.

A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:

Adhiero al voto del doctor Natiello en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

Adhiero al voto de los colegas preopinantes en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, la Sala Primera del Tribunal resuelve: 

I. Por mayoría, declarar admisible la presente acción de habeas corpus y, en consecuencia, casar el pronunciamiento atacado y disponer la inmediata libertad de K. M. Ch. en causa N° 414 del Juzgado de Ejecución Penal del Departamento Judicial Morón, la cual hará efectiva el "a quo", de no existir impedimento legal para la misma.

Arts. 405, 460 del C.P.P.; 13 y 169 inc. 9 del C.P..

II. Cumplido con el registro legal, pase a la Mesa Unica General de Entradas, conforme el Acuerdo Extraordinario del Pleno suscrito con fecha 28/12/04, para su notificación con copia certificada de lo aquí resuelto al Juzgado de Ejecución Penal del Departamento Judicial Morón. Oportunamente archívese.

Arts. 33 y 36 del Reglamento Interno del Tribunal de Casación.

Fdo.: CARLOS ANGEL NATIELLO - HORACIO DANIEL PIOMBO - BENJAMIN RAMON SAL LLARGUES. ANTE MI: CRISTINA PLACHE

